Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 11 minutos.) 


—La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores da la bienvenida al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, economista Fernando Lorenzo, y al señor Subsecretario de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Enzo Benech. 


Antes de comenzar con la consideración del Orden del Día, dese cuenta de los asuntos 
entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Impuesto al Patrimonio. Se realizan ajustes a la tributación del sector agropecuario. Mensaje 
y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Carpeta N* 1168/2013. Distribuido N* 2007/2013. 


El Consejo Directivo de la Liga de Defensa Comercial (LIDECO) reitera el interés de ser 
recibidos por la Comisión para poder manifestar la opinión institucional respecto del proyecto de ley 
relativo a 'Base de Datos de Consulta Pública' presentado por el señor Senador doctor Francisco 
Gallinal.” 


—Quiero aclarar que el régimen de trabajo del proyecto de ley que hoy nos ocupa, salvo que 
surjan complicaciones o que haya alguna observación, sería el siguiente: recibir en el día de hoy a las 
autoridades de los Ministerios ya mencionados; la semana próxima celebrar más de una sesión para 
entrevistar a los juristas y a los representantes de las gremiales; el día jueves 25, poner el texto a 
votación y, la primera semana de mayo, elevarlo al Plenario, naturalmente, repito, si no surge ningún 
inconveniente. 


Acompañan al señor Ministro de Economía y Finanzas y al señor Subsecretario de 
Ganadería, Agricultura y Pesca el Director General de Rentas, contador Pablo Ferreri; el Subdirector 
General de Rentas, contador Álvaro Romano, el doctor Guillermo Nieves; el Director de Asesoría 
Tributaria, contador Fernando Serra; el ingeniero Adrián Tambler y el Director General de Secretaría, 
Alberto Castelar. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO.- Buenos días a todos. 


En esta oportunidad el Poder Ejecutivo está elevando a consideración del Parlamento un 
proyecto de ley que pretende restablecer el Impuesto al Patrimonio sobre algunos agentes económicos 
del sector agropecuario que hasta el momento estaban exonerados. Hasta la fecha, el patrimonio 
afectado a explotaciones agropecuarias se encuentra exonerado de este impuesto, salvo en un 
reducido número de casos: las sociedades anónimas con acciones al portador, las sociedades cuyos 
socios no son personas físicas y las entidades no residentes en territorio nacional, con excepción de 
las personas físicas. Estas tres clases de sociedades o entidades hoy día sí tributan el Impuesto al 
Patrimonio. 


El proyecto de ley que estamos presentando tiene como objetivo reimplantar el Impuesto al 
Patrimonio, pero únicamente en el caso de propietarios afectados a explotaciones agropecuarias de 
gran magnitud económica, sean o no titulares de inmuebles rurales. Quiere decir que el impuesto se 
reimplantaría no solo sobre los propietarios de explotaciones agropecuarias de gran magnitud, sino 
también sobre quienes explotan este tipo de predios. 


El proyecto de ley que estamos presentando tiene un total de dieciocho artículos y plantea la 
reinstalación del Impuesto al Patrimonio sobre estas entidades y las personas físicas propietarias de 
este tipo de explotaciones agropecuarias. Si el señor Presidente está de acuerdo, creo que la mejor 
forma de presentar este proyecto es ir haciendo los comentarios generales pero, al mismo tiempo, ir 
combinándolos con la explicación del articulado. 


Si la Comisión está de acuerdo, creo que la mejor forma de tratar el proyecto es ir haciendo 
los comentarios generales y, a su vez, realizando la explicación del articulado. En ese sentido, el 
artículo 1% establece que con carácter general se deroga la exoneración del Impuesto al Patrimonio de 
los bienes afectados a explotaciones agropecuarias. Se deroga la exoneración prevista en el artículo 
16 de la Ley N* 17.345 y, a su vez, se procede a la derogación del artículo 50 de la Ley N* 18.083, de 
Reforma Tributaria. Esta derogación es de naturaleza técnica, señor Presidente, y tiene por objeto 
facilitar la incorporación de la norma al Título 14 del Texto Ordenado de 1996. Más adelante vamos a 
ver cómo este artículo se combina con el artículo 12 del proyecto de ley. 


Esta segunda derogación planteada está combinada con una norma de incorporación, al Texto 
Ordenado, de la nueva estructura impositiva y de las nuevas formas de regular este impuesto. 


En el artículo 2% se establece una regla general para determinar el conjunto de sujetos que 
quedarán exonerados a partir de la vigencia de la ley, que son aquellos productores agropecuarios o 
propietarios de establecimientos agropecuarios de menor importancia económica. Así como en el 
artículo anterior se hace la derogación general de la exoneración, ahora se establece cuáles son 
aquellos sujetos pasivos que van a ser afectados por el impuesto. De acuerdo a este artículo se 
considera gravado el patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias siempre que la suma del valor 
real fijado por la Dirección Nacional de Catastro de los bienes inmuebles rurales propiedad del 
contribuyente —los explote o no—, más el 40% de dicho valor —si tiene explotación— en concepto de 
bienes muebles o semovientes de la explotación agropecuaria, supere los 12:000.000 de unidades 
indexadas, que actualmente representan unos $ 31:000.000, dado que la unidad indexada se ubica en 
aproximadamente $ 2,50. 


Quiero ser preciso: la referencia a los valores de Catastro implica tomar en cuenta unos 
valores cuya distancia con el valor real del mercado es considerable. Reitero: se está eligiendo una 
base de cómputo que es la habitual del Impuesto al Patrimonio, pero que está a una distancia 
considerable de lo que son los valores del mercado. Básicamente, esta norma determina quién es 
sujeto pasivo del Impuesto al Patrimonio y quién no; es la regla de exoneración, o la regla de elección 
de quién pasa a ser sujeto pasivo de la reinstalación del Impuesto al Patrimonio. A los mismos efectos, 
en lo que respecta a las explotaciones agropecuarias sobre inmuebles rurales propiedad de terceros, 
debe computarse el referido ficto sin tener en cuenta, obviamente, el valor del inmueble, porque si no 
se es propietario no corresponde el cómputo por propiedad, pero sí lo es a los efectos de las 
estimaciones, que llevan a determinar quién es sujeto pasivo y quién no lo es. 


Este cálculo simplificado que propone la norma es solamente para determinar —esto es 
importante-— si el sujeto se encuentra o no exento; no es necesariamente la regla de cómputo de lo que 
se debe pagar por el impuesto. Con esto se pretende evitar que los sujetos tengan que realizar una 
liquidación preliminar a través de cálculos complejos. Reitero que esta definición que está incluida en el 
artículo 2. es solamente para determinar si se debe o no abonar el impuesto. Una vez que el 
contribuyente verifica que no se encuentra exento —es decir, que es sujeto pasivo de este impuesto al 
patrimonio—, debe liquidarlo valuando sus activos y pasivos afectados a la explotación agropecuaria de 
la forma dispuesta en el Título 14 del Texto Ordenado de 1996. 


En definitiva, la regla incluida en el artículo 2% no es para la determinación de la obligación 
tributaria y de su forma de cómputo y cálculo, sino estrictamente a los efectos de determinar quién es 
sujeto pasivo y quién no lo es. 


SEÑOR COURIEL.- Supongamos un campo determinado cuyos valores estén por encima de los $ 
31:000.000 y el que lo explota no es su propietario. ¿Quién paga en ese caso? 


Lo pregunto a fin de comprender esta situación; creo que el señor Ministro lo dijo, pero no lo 
capté. 


SEÑOR MINISTRO.- Paga quien arrienda si no está exento, pero no computa el valor del inmueble del 
que no es propietario. 


(Intervención del señor Senador Nin Novoa que no se escucha.) 


—El propietario también lo hace, señor Senador. Lo que estamos haciendo aquí con la 
reinstauración del Impuesto al Patrimonio es lograr que sean sujetos pasivos los propietarios, ya sea 
que exploten o no la tierra, y los arrendatarios que la exploten y caigan como sujetos pasivos del 
impuesto. Reitero que no abarca solamente a los propietarios; comprende a los propietarios, exploten o 
no el predio, si caen en la franja no exenta y, además, a los arrendatarios que queden fuera del monto 
mínimo no imponible. 


SEÑOR COURIEL.- Sin computarse el inmueble que están explotando. 


SEÑOR MINISTRO.- En el caso de quien está alquilando, no se puede computar lo que no es de su 
propiedad, lo que no forma parte de su patrimonio. 


SEÑOR RUBIO.- Si no se pagaría dos veces por el mismo concepto. 


SEÑOR MINISTRO.- Por su parte, el artículo 3” tiene por finalidad permitir que aun en el caso en que 
el contribuyente valúe los bienes muebles y semovientes en forma ficta, pueda deducir las 
exoneraciones dispuestas en la Ley de Inversiones N* 16.906. La redacción actual de la mencionada 
ley no preveía esta situación, por lo que este artículo tiene por finalidad específica atender esta 
cuestión para que queden amparados los beneficios de la ley de inversiones y que no aparezca una 
contradicción entre el hacer valer esos derechos y esta nueva norma. 


El artículo 4% hay que entenderlo de la siguiente manera. Actualmente, las normas relativas al 
Impuesto al Patrimonio aplicables a personas físicas, núcleos familiares y sucesiones indivisas 
disponen una reducción anual de la tasa aplicable, hasta llegar —en el año 2024— a una tasa plana de 
0,10%. Esto fue aprobado en ocasión de la reforma integral del sistema tributario, en la pasada 
Administración. Lo que estamos especificando en este artículo es que esta reducción no se aplica 
cuando se realiza la explotación agropecuaria. En tal caso, se aplica una tasa lineal —no sujeta a la 
reducción prevista— del 1,5%, que es la tasa general del Impuesto al Patrimonio. 


Ahora bien, para igualar la tributación del Impuesto al Patrimonio de los propietarios que 
realizan explotaciones agropecuarias con la de aquellos que, siendo propietarios, no explotan el 
inmueble, se incorpora a estos últimos sujetos en la misma categoría anteriormente señalada. 


El artículo 5%, en realidad no es específico de la materia de este impuesto sino que se trata 
de un ajuste meramente técnico, por lo que luego solicitaré que lo explique el Director de la Asesoría 
Tributaria del Ministerio. Insisto que no está vinculado a este impuesto y, por ende, no lo voy a 
comentar en esta presentación inicial. 


El artículo 6* introduce ajustes en la determinación del valor ficto de los bienes muebles y 
semovientes aplicable a personas físicas, núcleos familiares y sucesiones indivisas. Actualmente, dicho 
monto se determina por el 40% del valor real del inmueble en 1994, actualizado por el Índice de 
Precios Mayoristas Agropecuarios. Si uno aplicara esta regla y tomara el período 1994 — 31 de 
diciembre de 2012, encontraría que comparado con el valor real ordinario de la Dirección Nacional de 
Catastro esa cifra sería un 118% superior. Esta es la motivación por la cual se introduce la norma 
incluida en el artículo 6”. Con la redacción que estamos proponiendo se faculta al Poder Ejecutivo a 
determinar dicho valor entre el 40% y el 80% del valor real ordinario, guarismo que reduce el monto 
máximo a computar si lo comparamos con el procedimiento anterior. La intención del Poder Ejecutivo — 
en función de nuestras estimaciones— es aplicar una tasa del 40%, pero esta facultad es importante 


para atender situaciones emergentes en el futuro derivadas de algún cambio de circunstancias que 
ameritara cierta flexibilidad en el manejo del instrumento tributario. 


El artículo 7% excluye a los bienes inmuebles rurales de la base de cálculo de valor ficto 
equivalente al ajuar y a los muebles de la casa-habitación del contribuyente. Entendemos que esta 
norma mejora la situación que prevalecía antes de que se exonerara del impuesto. 


El artículo 8% esencialmente establece la regla de valuación de los inmuebles rurales y 
dispone que para las sociedades anónimas con acciones al portador, sociedades cuyos socios o 
accionistas no son personas físicas o entidades residentes en el exterior, se computa el mayor entre el 
valor real ordinario —el de la Dirección Nacional de Catastro- y el determinado por aplicación de 
normas de IRAE. Se trata de fijar claramente cuál es el procedimiento de valuación de los inmuebles 
rurales. Esto es exactamente igual que en los sectores de industria, comercio y servicios; se hace de 
esta manera. Para el resto de los contribuyentes —que no integran estas tres modalidades que acabo 
de mencionar-, o sea, para quienes no son sociedades anónimas con acciones al portador, sociedades 
cuyos socios o accionistas no son personas físicas ni entidades residentes en el exterior, a los efectos 
del cálculo se computa el valor real ordinario de la Dirección Nacional de Catastro. 


En el artículo 9% se extienden las normas de valuación de personas físicas a las siguientes 
entidades. O sea, las reglas de valuación de personas físicas, además, van a ser aplicables a: 
sociedades anónimas nominativas, cuyos socios sean personas físicas; y sociedades personales cuyos 
socios no son personas físicas. Cuando las personas físicas, núcleos familiares, sucesiones sin divisas 
y las sociedades mencionadas liquidan IRAE en régimen de contabilidad suficiente —son una gran 
cantidad—- tienen una regla de opción. Entonces, pueden optar por aplicar opcionalmente el 
procedimiento de valuación implícito en el IRAE. Las personas físicas y el resto de estos agentes que 
he mencionado, si operan con contabilidad suficiente y tributan IRAE, pueden elegir el mecanismo que 
más les convenga: aplican las normas de valuación de ese IRAE o las que surgen de la regla general 
para las personas físicas, que es la que prevé la ley. Básicamente, lo que estamos haciendo es 
exceptuar de la opción a la valuación de inmuebles rurales, los que siempre deberán comparar el valor 
real con las normas del IRAE. Por tanto, siempre deberán hacer tal cosa. 


El artículo 10 establece la tasa aplicable para los titulares de activos afectados a 
explotaciones agropecuarias en el 1,5%, que es la misma que se utiliza en el área de la industria, el 
comercio y los servicios. Por tanto, es igual a la tasa aplicable al resto de las actividades empresariales 
del país. Ahora el Poder Ejecutivo solicita una facultad para reducir la tasa del impuesto hasta la mitad 
para aquellos contribuyentes de menor importancia económica relativa. O sea, los que tienen activos 
valuados —con las reglas de valuación que ya hemos comentado-— inferiores a 30:000.000 de unidades 
indexadas. 


El artículo 11 faculta al Poder Ejecutivo a requerir pagos a cuenta del impuesto. 


Por su parte, el artículo 12 agrega al Título 14 del Texto Ordenado de 1996 —recuerden que 
habíamos dicho que el artículo 1% estaba conectado con este artículo 12—, como artículo 52, el artículo 
50 de la Ley N* 18.083, que se deroga por el artículo 1? del presente proyecto de ley. Como ustedes 
saben, el Texto Ordenado es un decreto, mientras que muchas de sus normas son leyes. Entonces, 
cada vez que hacemos un cambio en la normativa, hay que prever esta técnica tributaria de insertarla 
en el Texto Ordenado, de manera de darle carácter legal y que no haya incertidumbres sobre la 
aplicación de la norma. 


El artículo 13 crea un concepto a los efectos de la aplicación de este impuesto, que es el de 
la unidad económico administrativa. Esto se debe a que diversas entidades responden a un interés 
común; son formas de explotación en las cuales convergen un conjunto de agentes que tienen el 
control, influencia significativa personal de algunos, sociedades civiles, condominios, etcétera. Este 
concepto solo se aplica a los efectos del artículo 38 del Título 14 del Texto Ordenado, para determinar 
si se encuentra exonerado o no, y para aplicar el artículo 54 del Título 14 para determinar la categoría 
de la sobretasa que se va a crear en este Impuesto al Patrimonio. ¿Qué quiere decir esto? Las 
unidades económico administrativas no son sujetos pasivos; no son contribuyentes del Impuesto al 
Patrimonio que se reinstala, ni de la sobretasa. Los sujetos pasivos son quienes forman parte de esas 


unidades en forma individual, pero no las unidades como tales. Las unidades económico- 
administrativas deben realizar el cálculo simplificado del patrimonio agropecuario que ya hemos 
mencionado, pero el cálculo que se realiza como unidad económico-administrativa después genera 
obligaciones específicas de cada uno de quienes van a ser finalmente los sujetos pasivos, es decir, los 
que forman parte de las unidades económico-administrativas. Aquí no estamos inventando una figura 
jurídica que genere un sujeto pasivo adicional, sino que estos son quienes forman parte de la unidad 
económico administrativa. 


En el artículo 14 se crea una sobretasa del Impuesto al Patrimonio, cuya estructura responde 
a la intención de que dicho impuesto tenga carácter progresivo y progresional. Como ustedes saben, la 
tasa es plana y se entendió que la aplicación de criterios de progresividad y progresionalidad al 
restaurar el Impuesto al Patrimonio en el sector agropecuario era uno de los ingredientes que 
asegurarían una contribución adicional a la equidad en el caso de este instrumento tributario. 


Los contribuyentes deberán determinar las categorías en que les corresponde cada 
sobretasa según el valor de su patrimonio. Como toda estructura progresional aplicable sobre ingresos 
o patrimonios, se calcula de acuerdo con un criterio. Esencialmente se van a generar cuatro 
categorías. La categoría A está entre lo que llamaríamos el monto mínimo no imponible que, si no me 
equivoco, ya mencionamos en el artículo 3%, y comprende los activos desde 12:000.000 hasta 
30:000.000 de unidades indexadas y, para la sobretasa, la alícuota aplicada es de 0,70%. 


La categoría B va desde 30:000.000 hasta 60:000.000 de unidades indexadas y la sobretasa 
es equivalente al 1,00% del valor patrimonio estimado. Aclaro que se estima con los criterios de 
valuación que hemos señalado, que no responden a los valores reales actuales de mercado de los 
inmuebles rurales. Téngase en cuenta que la terminología “valor real ordinario” refiere al valor real 
ordinario de Catastro y tiene una distancia considerable con el valor real actual. En promedio, la 
hectárea Coneat 100 tiene un valor de US$ 500 a US$ 550. 


La categoría C va de 60:000.000 a 150:000.000 de unidades indexadas y tiene una 
sobretasa de 1,30%. 


La categoría D corresponde a los activos de más de 150:000.000 de unidades indexadas y 
tiene una sobretasa de 1,50%. Es una duplicación de la alícuota general. 


Téngase en cuenta que, en el caso de la categoría A, el propio proyecto nos está facultando 
a reducir la alícuota a la mitad, y vamos a utilizar dicha potestad. Por lo tanto, en este caso, la 
sobretasa no se aplica sobre el 1,50% sino sobre la mitad de eso, porque es intención del Poder 
Ejecutivo utilizar esa facultad para asegurar aún más progresividad en la estructura del impuesto 
propuesto. 


Asimismo, es importante considerar que la categoría A solo aplica si se trata de entidades 
con capital no identificable, o sea, capital anónimo, del exterior o de sociedades interpuestas. Quiere 
decir que, a los efectos de los contribuyentes, personas físicas y otras figuras nacionales que no 
responden a este tipo de sociedades, la sobretasa empieza a operar a partir de los 30:000.000 de 
unidades indexadas, de acuerdo con la característica de la norma que estamos proponiendo. 


Ahora bien, una vez que el contribuyente determina la categoría que le es aplicable según 
este criterio, de acuerdo con lo que establece el artículo 14, debe liquidar la sobretasa valuando sus 
activos y pasivos afectados a la explotación agropecuaria de la forma dispuesta en el Título 14 del 
Texto Ordenado y sus Reglamentos. Este es un criterio de selección de la sobretasa aplicable a cada 
uno de los sujetos pasivos. En el caso de la sobretasa no corresponde hacer ningún cálculo 
simplificado. Dicho cálculo solo opera a los efectos de determinar la sobretasa a aplicar. O sea, el 
procedimiento descrito es para determinar la sobretasa a aplicar y, reitero: a los efectos de la sobretasa 
no hay cálculo simplificado. 


Alos únicos efectos de la sobretasa, no aplican las exenciones a los bosques forestales, a los 
montes citrícolas ni otras exoneraciones de carácter general. Esto es importante señalarlo: es a los 


efectos de esta sobretasa. Dicho de otra manera: las únicas exoneraciones que se aplican son las 
correspondientes a la Ley de Inversiones en tanto constituyen beneficios de carácter general y 
automático sobre ciertos activos o beneficios otorgados por declaratorias promocionales o proyectos de 
inversión específicos. 


Si surgiera alguna duda, señor Presidente, de que esta es la intención del Poder Ejecutivo y 
requiriera algún ajuste en la redacción de la norma para que quedara claro, estamos abiertos a 
encontrar otra formulación. En cualquier caso, este es el espíritu con que se ha planteado. Creemos 
que no las hay, pero si queda alguna duda en materia tributaria, es mejor no dejar su dilucidación 
librada a la discrecionalidad de una reglamentación que después se considere que no estaba 
debidamente amparada en la norma legal. 


Es importante esto: la sobretasa no tiene monto mínimo no imponible, es decir, una vez que 
el sujeto pasivo va a ser afectado por una sobretasa, ella se aplica sobre la integralidad del patrimonio, 
sin computar una deducción correspondiente al monto mínimo no imponible. 


El artículo 15 pretende resolver el problema de determinación de la multiplicidad de fechas 
de cierre de ejercicio fiscal, o de grupos de empresas que cierran ejercicios en momentos diferentes. A 
los efectos de este impuesto, en estos casos debe tomarse la situación al 30 de junio de cada año, 
para determinar esencialmente dos cosas: si se encuentra o no exento del impuesto y la categoría de 
sobretasa aplicable. 


El artículo 16 establece que las referencias al Texto Ordenado se consideran realizadas a 
las normas legales fuente. Esta es una norma técnica y de rigor que se utiliza una vez que hay que 
compatibilizar la legislación con el Texto Ordenado de 1996. 


El artículo 17 plantea el mecanismo de afectación que acordó el Poder Ejecutivo con el 
Congreso de Intendentes. Básicamente establece el destino de la recaudación, y ahora plantearemos 
cuál es nuestra estimación. El 10% de esa recaudación se afecta a la Universidad Tecnológica — 
aprobada por ley recientemente— y el 90% restante se afecta de la siguiente manera. El primer 
ejercicio, se destina este 90% enteramente a la caminería departamental; el segundo y el tercer 
ejercicios —estamos hablando de 2014 y 2015-, el 45% se destina a caminería departamental y el otro 
45% al mantenimiento y mejora de la red vial secundaria y terciaria. Es una afectación a 
infraestructura, también utilizada intensamente por el sector agropecuario, pero en este caso distribuida 
en mitades para estas dos categorías de infraestructura. Por último, desde el cuarto ejercicio en 
adelante, la norma propone que vaya a Rentas Generales. ¿Por qué? Seguramente los señores 
Senadores saben que en materia de administración y normativa tributaria propuesta por el Gobierno ha 
sido una constante limitar las afectaciones permanentes de impuestos y pasar a regirse por reglas de 
manejos presupuestales que no impliquen afectaciones específicas de recursos. Ahora bien, dado que 
estos recursos tributarios se generan con el objetivo de fortalecer programas de aplicación de 
infraestructuras en el interior del país y que en ocasión de la elaboración del Presupuesto Nacional se 
discute integralmente el relacionamiento financiero entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos 
Departamentales, esta regla estaría dejando pendiente para la discusión presupuestal de la siguiente 
Administración la modalidad de aplicación. No obstante ello, queremos informar que la voluntad del 
Poder Ejecutivo —al menos del actual Poder Ejecutivo- es que esto no implique ningún intento de 
retacear recursos a las finalidades que están planteadas. De todas maneras, y en el marco de lo que 
es la normativa constitucional vigente, que regula las formas de relación financiera entre el Gobierno 
Nacional y los Gobiernos Departamentales, nos parece razonable integrar la asignación futura para la 
siguiente Administración. 


SEÑOR COURIEL.- El objetivo primordial del proyecto de ley es atender el tema de la caminería rural 
y, más allá de que un 10% de la recaudación total se destine a la Universidad Tecnológica del 
Uruguay, el 90% restante debiera tener como destino los Gobiernos Departamentales. El primero, el 
segundo y el tercer ejercicios sería así. A partir del cuarto ejercicio se destinará todo a Rentas 
Generales, salvo el 10% que irá a la Universidad Tecnológica. Teniendo en cuenta estos criterios 
presupuestales, me gustaría saber si a partir del cuarto ejercicio el 90% va todo a los Gobiernos 
Departamentales para atender lo que es caminería rural. 


SEÑOR MINISTRO.- Si respondiera la pregunta del señor Senador Couriel me estaría adelantando a lo 
que será la aprobación del próximo Presupuesto Nacional, pues quien tenga que elaborarlo deberá 
contemplar el conjunto de relaciones financieras entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos 
Departamentales. Podrá suceder que se apliquen sobrefondos específicos para caminería rural —que 
son los hoy vigentes— o que se decida incorporar lo que conocemos como el 3,33 y alterar así ese 
porcentaje de libre disponibilidad. Creo que esto forma parte de una discusión que esta Administración 
no quiere anticipar respecto a lo que será la administración de relaciones financieras entre el Gobierno 
Nacional y los Gobiernos Departamentales. Esa es la naturaleza y la razón de lo que hemos acordado. 
Algunos de los instrumentos de relación que existen entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos 
Departamentales tienen afectación específica; tal es el caso, por ejemplo, de los programas de 
caminería, algunos de los cuales se organizan con la intervención del Fondo de Desarrollo Específico 
que opera en el ámbito de la Comisión Sectorial de Descentralización de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y otros, efectivamente, a partir de acuerdos celebrados con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Esos instrumentos pertenecen a esta organización presupuestal y no es nuestra 
intención predeterminar cómo se aplicarán en esta norma e, incluso, más allá del año 2015. 
Simplemente, se trata de completar el período presupuestal y no dejar una afectación hacia el futuro 
sobre la que, probablemente, no existen acuerdos acerca de la estructura que debería tener. Ese es el 
fundamento. 


El artículo 17 establece algo que es necesario una vez que el Poder Ejecutivo ha planteado 
la derogación del Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales y que ha dispuesto la eliminación 
O la anulación de las obligaciones tributarias por él generadas. 


El penúltimo inciso del artículo 17 debe ser entendido en conexión con una norma que ya está a 
estudio del Parlamento y que, si no me equivoco, fue estudiada por esta Comisión en una sesión 
anterior. Básicamente, lo que establece este inciso es que el equivalente a las sumas que se hubiesen 
recaudado por concepto del impuesto creado por la Ley N* 18.876, del 29 de diciembre de 2011 —por la 
que se crea el ICIR- y que hubieran sido destinadas a los Gobiernos Departamentales, serán 
deducidas del monto referido en el numeral anterior. La norma anterior lo que dice es que se hizo la 
transferencia de lo recaudado por un impuesto —cuyas obligaciones se eliminan— a los Gobiernos 
Departamentales y ahora, a los efectos de no duplicar la asignación, se establece que ese dinero que 
ha transferido Rentas Generales se deduce de la partida anual correspondiente a esta regla de 
afectación que se está proponiendo. Hay que entender el alcance de este inciso en combinación con la 
decisión de derogar y anular la obligación tributaria. Se debe tomar en cuenta que el dinero recaudado 
—que es el problema que aquí tenemos— fue transferido a los Gobiernos Departamentales de acuerdo 
con la estructura legal que existía hasta el momento. Una vez que se traspasa a los Gobiernos 
Departamentales una suma por obligaciones tributarias que dejan de existir y se crea un nuevo 
impuesto, hay que deducir, porque si no habría una duplicación del gasto, lo que traería repercusiones 
directas sobre Rentas Generales. 


El artículo 18 establece la normativa presupuestal necesaria para permitir la transferencia de 
los créditos. Simplemente, es una disposición técnica que refiere a los términos de cómo operar 
presupuestalmente con el producido de este impuesto. 


Quisiera solicitar al Director de la Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas, 
contador Fernando Serra, que haga referencia, entre otros aspectos, al esquema general de valuación 
del patrimonio del sector agropecuario, para que se entienda cuáles son los procedimientos que se 
prevén en esta nueva normativa y cómo operan con las disposiciones incluidas en el Texto Ordenado. 


SEÑOR SERRA.- La exposición del señor Ministro ha sido exhaustiva. Mi intención es hacer un 
resumen para que se vea cómo queda la propuesta que el Poder Ejecutivo está sometiendo a 
consideración del Parlamento. 


Este proyecto de ley lo que hace, básicamente, es reimplantar el Impuesto al Patrimonio, que 
había sido neutralizado en virtud de una norma exoneratoria del año 2001. En consecuencia, al 
reactivar el Impuesto al Patrimonio en el sector agropecuario, que ya se aplicaba en forma previa al 
año 2001, contamos con un conjunto de normas que son aplicables a los efectos de las valuaciones 


de este impuesto. Simplemente, lo que estamos haciendo es reinstaurar las normas que existían, con 
algunos pequeños ajustes de carácter técnico y económico, a los efectos de reflejar la actual realidad. 


Dentro del esquema que ya existe y que se está reimplantando, repito, existen dos conjuntos 
de normas de valuación para el patrimonio agropecuario: el correspondiente a la aplicación de normas 
del IRAE y el relativo a las normas de valuación de personas físicas. 


Como exponía el señor Ministro, actualmente las sociedades anónimas con acciones al 
portador, las entidades residentes en el exterior y las sociedades nominativas cuyos accionistas no son 
personas físicas, ya están pagando el Impuesto al Patrimonio y lo hacen en aplicación de las normas 
correspondientes al IRAE. Eso se mantiene y, en consecuencia, van a liquidar el Impuesto al 
Patrimonio aplicando las normas de contabilidad, y a la hora de determinar la valuación de los 
inmuebles rurales, van a tener que comparar, como lo hace el sector de industria y comercio, el valor 
real correspondiente a esos inmuebles con el valor relativo a normas de IRAE y tributar por el mayor. 
En ese sentido, las maquinarias agrícolas, tal como lo establece la Ley de Inversiones, van a continuar 
estando exoneradas y los semovientes y las cosechas se van a valuar de acuerdo con las normas del 
IRAE. 


Existe un conjunto de sociedades —por ejemplo las de tipo personal cuyos socios no son 
personas físicas y que podemos llamar sociedades interpuestas— cuyos integrantes son sociedades 
con acciones al portador, que hoy no gozan de la exoneración y ya están aplicando normas de 
valuación para liquidar el impuesto, pero aplican normas de persona física, y eso lo estamos 
manteniendo. 


Ahora pasamos a la otra categoría de valuación, que es la que aplican las personas físicas; 
precisamente, con la normativa que estamos proponiendo no sólo se va a aplicar a ellas, sino también 
a las sociedades anónimas con acciones nominativas cuyos accionistas están identificados y son 
personas físicas. Justamente, estas sociedades personales, aunque sus socios no sean personas 
físicas, ya hoy están liquidando el impuesto en aplicación de normas de personas físicas. Básicamente 
se quiere mantener esa estructura para no generar un impuesto incremental con relación al que están 
pagando actualmente. 


Como forma de adecuar la tributación a la realidad actual, tal como exponía el señor Ministro 
con relación a lo que se aplicó al sector agropecuario, en el sentido de que valuar los inmuebles por el 
valor real del año 1994 actualizado por el Índice de Precios Mayoristas estaba dando un guarismo 
120% mayor al de las normas de valuación de Catastro, se está cambiando esa lógica y, en lugar de 
referir las normas a ese valor actualizado, eso se está modificando y, en el proyecto, refieren al valor 
real ordinario, de manera de no generar una potenciación del impuesto. De ese modo, cuando se haga 
la comparación se va a tener que hacer de acuerdo con esa normativa. 


En lo que refiere a la sobretasa, se van a aplicar con carácter general las normas del propio 
Impuesto al Patrimonio principal con un ajuste a los efectos de su aplicación. Por consiguiente, los 
contribuyentes van a poder optar entre aplicar las normas del IRAE para valuar los bienes inmuebles 
rurales u, opcionalmente, compararlo con el valor de Catastro y pagar por el menor. Esto también 
pretende que esta sobretasa no se potencie demasiado, ya que, repito, el contribuyente va a aplicar las 
normas de su contabilidad con las del valor de Catastro ordinario y va a poder optar por el menor de 
ellos. 


Este, básicamente, es el esquema de valuación que se está reinstaurando —porque ya 
existía—, con algunos pequeños ajustes. Hemos expuesto lo que refiere a la tributación del Impuesto al 
Patrimonio del sector agropecuario. 


En lo que respecta a una modificación que se está haciendo en el artículo 5% del proyecto, 
como decía el señor Ministro, se trata simplemente de un ajuste de carácter técnico que no se aplica al 
sector agropecuario, que aclara la redacción de la ley, que tenía referencias de tipo circular dentro del 
propio Título 14 y del Título 4 del Texto Ordenado. Lo único que se hizo fue simplificar la redacción para 
eliminar, precisamente, esas referencias circulares, sin innovar en la materia. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería hacer una pregunta con el propósito de sacarme algunas dudas. En 
primer lugar, veo que se establece una facultad al Poder Ejecutivo para realizar algunas exoneraciones 
en lo que tiene que ver con el pago de este impuesto. Esa facultad, que está en el artículo 10, en el 
artículo 11 y también más adelante, establece un monto límite: 30:000.000 de unidades indexadas. Y 
se faculta a hacer la reducción para quienes el valor esté por debajo y para quienes estén por encima, 
en un caso de acuerdo a una escala, y en otro caso no se habla de ningún tipo de escala. O sea que 
parecería que lo deja al arbitrio del Poder Ejecutivo. Esa es la duda que me surge del texto, salvo que 
efectivamente haya una escala también para el otro caso. 


SEÑOR SERRA.- Simplemente, quiero aclarar que el artículo 11 establece la facultad para requerir 
pagos a cuenta. ¿No se tratará de otro artículo? 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo 10, en el nuevo literal D) del Texto Ordenado, dice que el Poder 
Ejecutivo podrá reducir hasta en un 50% la tasa aplicable al patrimonio afectado a explotaciones 
agropecuarias, en aquellos casos en que el monto de los activos afectados, de acuerdo a lo dispuesto 
por los incisos segundo y tercero del artículo 38, no supere los 30:000.000 de unidades indexadas. O 
sea que en ese caso se puede reducir; pero ocurre que hay otro caso —que está en otro artículo— que 
refiere a cuando supere, ya no cuando esté por debajo de los 30:000.000, en que también es así. Por 
otra parte, en la exposición de motivos se hace especial referencia a ese tema de la facultad en los dos 
casos: a los que superen y a los que estén por debajo. Eso por un lado. 


Por otro lado, el Ministro explicó —y me parece que me quedó claro— el tema de la unidad 
económico-administrativa. En el caso de los cónyuges —que fue el que más nos preguntaron cuando se 
estaba por aprobar el ICIR— parecería que va de suyo que por el solo hecho de ser cónyuges 
conforman una unidad económico-administrativa. Un cónyuge tiene un inmueble rural y otro también y 
por ese solo hecho conforman una unidad económico- administrativa. Está bien, el impuesto lo va a 
pagar cada integrante de la unidad económico-admnistrativa; eso fue lo que dijo el Ministro. Correcto, 
pero el hecho de que conformen la unidad económico-administrativa es lo que en definitiva acaba 
determinando, de acuerdo al patrimonio o a la cantidad de inmuebles de la que cada uno de ellos es 
titular, la existencia o no del impuesto —si superan o no la barrera correspondiente— y el monto. Me 
parece, entonces, que correspondería aclarar esto porque da la impresión de que es demasiado ficticio 
que queden obligados por la simple razón de ser cónyuges. No estoy valorando si está bien o mal; 
simplemente formulo la pregunta a los efectos de conocer el alcance. 


La otra interrogante que tenía se refiere al penúltimo inciso del artículo 17. Concretamente, 
me pregunto cuál es la necesidad de incorporarlo cuando ya existe un proyecto de ley que regula toda 
la derogación del ICIR y donde se establece específicamente lo que indica este inciso. En todo caso, si 
hubiera alguna especificación adicional para hacer, quizás correspondería más que se incluyera en el 
proyecto de ley de derogación que en este que estamos estudiando. 


Por otra parte, quiero advertir que, en mi opinión, el tiempo verbal utilizado no es el correcto. 
Esto mismo expresé en oportunidad de aprobar el proyecto de ley que fijaba el impuesto que ahora el 
Poder Ejecutivo pretende derogar; porque de acuerdo con lo manifestado, su intención es que se 
apruebe simultáneamente la derogación del ICIR y la reimplantación del Impuesto al Patrimonio. Al 
decir: “El equivalente a las sumas que se hubiesen recaudado por concepto del impuesto creado” y 
más adelante continúa: “y que hubieran sido destinadas a los Gobiernos Departamentales”, etcétera, 
parecería que se estuviera haciendo una diferenciación, y el primer “hubiesen” puede entenderse, no 
como lo que efectivamente se recaudó, sino como lo que efectivamente se podría haber recaudado con 
el impuesto. No entiendo por qué no se dice: “El equivalente a las sumas que se recaudaron por 
concepto del impuesto creado” y luego: “y que se destinaron a los Gobiernos Departamentales”. Creo 
que ese sería el tiempo verbal correcto y, como ya señalé, también creo que esto es más propio del 
proyecto de ley de derogación que de este, salvo —por supuesto— mejor opinión, y por eso estoy 
formulando la pregunta. Por lo demás, se aclara muy diáfanamente cuáles van a ser los destinos 
temporales de lo que se recaude y luego su transferencia a Rentas Generales cumplido ese plazo 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera hacer un comentario acerca de la última parte de la intervención del 
señor Senador Gallinal y luego solicitaría que se diera la palabra al contador Serra para que responda 
las otras interrogantes planteadas. 


En primer lugar, sí hay aspectos de redacción que se pueden mejorar haciendo algunas 
especificaciones concretas. Lo que queda claro es que se recaudó algo y se transfirió de acuerdo con 
la normativa vigente. 


Por otra parte, si la ubicación correcta de este inciso es en esta ley o en otra, es una cuestión 
que va a formar parte del orden normativo del país, y se va a aplicar junto con la norma con la que está 
directamente vinculado. De todas maneras —reitero, señor Presidente— eso quedará a criterio de la 
Comisión. Nosotros creímos que este era el orden correcto, que lo primero que teníamos que hacer era 
derogar, extinguir obligaciones. También pensamos que lo recaudado estuvo bien recaudado; 
queríamos cumplir con la obligación de transferir lo recaudado y, a la luz de que los recursos 
generados por este impuesto vienen a cumplir finalidades similares a las que estaban previstas en la 
otra normativa, aspirábamos a que no hubiera un costo adicional sobre Rentas Generales. Al 
extinguirse las obligaciones tributarias, y al amparo de la norma que se deroga, el problema es que 
hubo contribuyentes que pagaron y a los que les dejamos los pagos a cuenta de nuevas obligaciones. 
Entonces, era imprescindible que no existiera una duplicación de recursos porque, de no existir este 
criterio que estamos proponiendo, hubiera implicado un costo neto sobre Rentas Generales 
equivalente a esos cerca de $ 187:000.000 que se llevaban recaudados por el impuesto que ahora se 
propone derogar. 


SEÑOR GALLINAL.- Está claro lo que explica el señor Ministro. Es verdad que lo recaudado está bien 
recaudado, pero no debemos olvidar que también hay una declaración de inconstitucionalidad de la ley 
que va a beneficiar a aquellos que la promovieron. También es verdad que en el proyecto de ley 
anterior remitido por el Poder Ejecutivo se establece una devolución de carácter general para todos 
aquellos que pagaron el impuesto que ahora se deroga. Nosotros queremos transmitirle al señor 
Ministro alguna duda que tenemos -y por eso decía que, en mi opinión, habría que diferenciar estos 
temas según la ley, porque una cosa es la derogación y la devolución, y otra cosa es esto—: ¿es justo 
que a unos se les devuelva el importe y que a otros se les otorguen certificados de crédito? Me da la 
impresión que es esto lo que va a pasar y me imagino que quienes se beneficiaron o quienes se 
beneficien por una sentencia de la Suprema Corte de Justicia que declare inconstitucional el impuesto, 
van a recibir el dinero en efectivo, mientras que quienes no promovieron la acción van a acceder a 
certificados de crédito. Me parece que ahí hay una base para preguntarle al señor Ministro sobre estos 
tópicos. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a este tema yo podría dar la misma respuesta que va a dar el 
contador Serra, pero como fue él quien respondió a esto cuando se analizó el otro proyecto en la 
sesión anterior, me gustaría que ahora se la reiterara al Senador Gallinal. 


SEÑOR SERRA.- En efecto, este tema ya fue planteado en la sesión anterior de la Comisión, en la 
instancia en la que estuvimos comentando el proyecto de ley que derogaba el ICIR y ahí manifestamos 
que la intención del Poder Ejecutivo en el artículo 3% era instrumentar un régimen simplificado y 
generalizado para no generarle problemas a los contribuyentes a la hora de tramitar la devolución. 
Todos los contribuyentes —y no solo los que tienen derecho en virtud de haber recaído sobre ellos una 
sentencia favorable de la Suprema Corte de Justicia- van a tener derecho a la devolución. El Poder 
Ejecutivo no está obligado por la sentencia de la Suprema Corte de Justicia; nosotros lo estamos 
haciendo en virtud de este proyecto de ley que le estamos proponiendo al Parlamento Nacional. Como 
decíamos en la otra instancia, eso no inhibe a que el contribuyente se presente y solicite la devolución 
del dinero en efectivo, como corresponde; el problema es que como es un régimen de excepción va a 
generar demoras que consideramos que pueden ser inconvenientes para el propio contribuyente. Por 
lo tanto, la idea es instrumentar un régimen de carácter general para que lo pueda hacer efectivo en 
forma automática e inmediata. 


En lo que refiere a la lógica de inserción de ese penúltimo inciso al que hacía referencia el 
señor Senador Gallinal, entendemos que está bien ubicado, que es el lugar preciso donde debe ir, 
porque si se lo hiciera en el proyecto de ley de derogación del ICIR estaríamos instrumentando un 
crédito que no existe. ¿Por qué? Porque el crédito se genera, justamente, por el segundo proyecto de 
ley. Eso, pues, nos generaría un problema insoluble. Por ejemplo, podríamos llegar a la contradicción 
de que se apruebe el proyecto de ley de derogación del ICIR pero no el del Impuesto al Patrimonio. Por 
lo tanto, esto sería inoperante. 


En lo que respecta al primer punto que plantea el señor Senador Gallinal, no hemos 
encontrado la contradicción que él señala; solo advertimos la discrecionalidad de reducción de la tasa 
del impuesto establecida en el artículo 10. El propósito del Poder Ejecutivo en este caso es solicitar al 
Parlamento nacional la autorización para abatir la tasa del Impuesto al Patrimonio hasta en un 50% 
para los contribuyentes que tienen menor importancia relativa, los de la menor franja dentro de este 
conjunto que ya es de una dimensión económica muy importante. Se trata de una facultad que ya tiene 
antecedentes, por ejemplo, en materia del abatimiento del Impuesto al Patrimonio por concepto del 
IRAE. 


Con respecto a la definición de la unidad económico administrativa podemos decir que en la 
medida en que los cónyuges tengan activos afectados a explotaciones agropecuarias, deben 
computarse dentro de esta unidad; la lógica indica que ellos tienen un interés común. Por otra parte, 
habida cuenta de que esta norma tiene un carácter antiabuso, si un cónyuge mantuviera la propiedad y 
otro la explotación, se podría dar lugar a formas abusivas con relación al impuesto. En este caso se 
entiende que es una única unidad de tipo patrimonial, pero solo a los efectos de posicionarse frente a 
la exoneración y a la sobretasa, para que a la hora de liquidar el impuesto cada cónyuge lo pague de 
acuerdo con su capacidad contributiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Varios señores Senadores han solicitado el uso de la palabra, pero advierto 
que el señor Ministro me informó que debe retirarse alrededor de la hora 11 y 45. De todas formas, se 
quedaría el equipo económico y el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca. De 
cualquier manera, aclaro que siempre cabe la posibilidad de que vuelvan. 


SEÑOR AMORÍN.- Estamos de acuerdo con que esta es una primera visita; seguramente habrá otras 
para comentar algunos temas acerca de este proyecto de ley. Aclaro que es la primera vez que vemos 
este tema, por lo que es probable que el señor Ministro o su equipo tengan que volver para aclararnos 
algunos aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, es interés de la Presidencia que cuando se trabaje en la redacción 
de los artículos de este proyecto de ley haya gente de ambos Ministerios, ya que se trata de algo muy 
complejo y técnico. 


SEÑOR AMORÍN.- Es algo muy técnico, señor Presidente. 
Voy a comenzar con preguntas gruesas, que son las que puedo plantear ahora. 
(Dialogados.) 


—En primer lugar me gustaría saber cuánto estima el Ministerio que se va a recaudar con 
este impuesto y cuánto iba a ingresar por el ICIR. Me da la impresión de que la operación para saber 
exactamente cuánto se va a recaudar con este impuesto es más fácil. 


Por otro lado, hemos leído y nos han dicho hasta el cansancio que las grandes empresas 
forestales no van a pagar este impuesto, ya sea por acuerdos que tienen con el Gobierno o por 
algunas exoneraciones especiales. Nos gustaría que se aclarara bien ese punto. 


Por último tengo una pregunta un poco más técnica. En cuanto a la devolución de la que 
hablaba el señor Senador Gallinal —creo que está en el penúltimo inciso del artículo 17—, tengo la 
impresión de que muchos de los que pagaron el ICIR van a utilizar ese crédito fiscal para no pagar este 
Impuesto al Patrimonio; me refiero a una cuota, hasta esos $ 10:000.000. Pero es probable que ese 
monto que se transfirió a las Intendencias sea una cifra de menos a cobrar por este impuesto. Por lo 
tanto, ya que las Intendencias van a cobrar $ 10:000.000 de menos, porque la deducción se va a 
hacer con este impuesto, no sé si tiene sentido que esto pase a Rentas Generales o, por el contrario, 
que vuelva a las Intendencias. 


Por ahora estas son las interrogantes que puedo plantear. 


SEÑOR MINISTRO.- La primera consulta del señor Senador Amorín tiene que ver con la estimación de 
cobro pero, sobre todo, hacía referencia a certezas o incertidumbres respecto a la recaudación que 
esta reinstalación del Impuesto al Patrimonio del agro podría tener frente al impuesto que el Poder 
Ejecutivo está solicitando sea derogado. Tengo la impresión de que era bastante más fácil calcular la 
recaudación del otro impuesto que de este porque, en particular, al no estar vigente el Impuesto al 
Patrimonio, las estructuras de declaraciones juradas de las que disponemos puede ser hasta un 
subconjunto del total y están sujetas a regímenes y a la aplicación de impuestos sobre el IRAE, 
etcétera, que no implican una declaración de patrimonio de acuerdo con la normativa aplicable. Por lo 
tanto, no creo que una sea más fácil ni más difícil; son estimaciones diferentes. 


Los cálculos que realizamos a partir de la información disponible —nsisto en que es un 
impuesto que no se cobra hace más de una década- nos dan una cifra algo superior a los US$ 
60:000.000. Esta es la mejor estimación que nos han aportado los servicios de la Dirección General 
Impositiva sobre esta versión del impuesto. Obviamente, si en la tramitación parlamentaria hubiera 
algún cambio en los parámetros, nos veríamos obligados a hacer otra estimación, nuevamente sujeta a 
incertidumbre. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Se estima que habrá más, menos o igual cantidad de contribuyentes con este 
impuesto que con el ICIR? 


SEÑOR MINISTRO.- Uno podría responder, en lo grueso, que se trata de un mismo conjunto de 
contribuyentes. No obstante, tal como diríamos en estadística, hay un error de tipo | y un error de tipo !l 
respecto al ICIR. El error de tipo | es que algunos de los que iban a pagar el ICIR ahora no van a pagar 
este impuesto; y el error de tipo Il es que algunos que no iban a pagar el ICIR ahora sí van a pagar 
este que se plantea. 


El total de contribuyentes estimados que estarán sujetos a este impuesto es de algo más de 
1.300; en ningún caso llegan a 1.400. Esencialmente, se trata del mismo colectivo. De todos modos, 
debe tenerse en cuenta que reinstaurar un impuesto al patrimonio es diferente que gravar sobre la 
propiedad del inmueble. En este caso, para el criterio de equidad importa quien explota; aquí están 
incluidos quienes arriendan grandes extensiones y constituyen patrimonios importantes, ya no como 
propietarios sino como arrendadores. Naturalmente, podrá haber algún productor propietario que pase 
las dos mil hectáreas —no demasiado— y quede exonerado por las normas de valuación que se están 
proponiendo. Estas son las dos hipótesis que pueden ocurrir. De todos modos, estamos hablando de 
un colectivo con rasgos muy parecidos, con identificaciones específicas muy similares. 


No logro entender, señor Presidente, cuál es el problema que plantea el señor Senador 
Amorín —tal vez pueda explicármelo un poco mejor— con los 10:000.000 de menos. Vale la pena aclarar 
el tema a fin de que no queden dudas. La Dirección General Impositiva había recaudado una cifra que, 
por mandato legal, debía transferir, lo que efectivamente realizó. Cuando no solo se deroga la ley sino 
que se anulan las obligaciones tributarias generadas por dicha norma —esa es la propuesta del Poder 
Ejecutivo—, se presenta un problema: que transferimos obligaciones tributarias que los contribuyentes 
ya no tienen. Por lo tanto, quedan con un crédito que a la luz de una nueva transferencia que se hará a 
quien recibió ese dinero, al amparo de esta ley se dirá: ¡Cuidado!: como le vamos a devolver a los 
contribuyentes —por el procedimiento establecido—- esa recaudación, la tenemos que deducir de las 
transferencias que hay que hacer a los Gobiernos Departamentales. De otro modo estaríamos 
duplicando el gasto. 


Esta norma es, pues, imprescindible. Como decía el contador Serra, esta norma está ubicada 
donde creemos que debe estarlo, y no hubiera tenido sentido ponerla en la disposición precedente, 
porque esta es la que genera una obligación tributaria que le da sustento. 


Sobre el tema de las empresas forestales, su situación y cómo quedan en función de los 
acuerdos y las normativas vigentes, como también de la innovación tributaria, le pediría al contador 
Serra que nos haga algunas aclaraciones. 


SEÑOR SERRA.- En cuanto a la tributación del Impuesto al Patrimonio principal, la situación 
permanece incambiada, es decir, las empresas del sector agropecuario, sean forestales, citrícolas o lo 
que fuere, van a mantener el estatus que hoy tienen; eso permanece inalterado. La tributación 
incremental  —por llamarlo de alguna forma-— de estas empresas se regula a través de la aplicación de 
la sobretasa del Impuesto al Patrimonio. La posibilidad de estas exoneraciones de los inmuebles 
forestales o de los montes citrícolas se neutraliza en el penúltimo inciso del artículo 14 del proyecto de 
ley, que es el que crea la sobretasa. Allí se establece que las normas del Impuesto al Patrimonio que 
dispongan que los activos afectados a la explotación agropecuaria se encuentran exentos, excluidos o 
que no son computables, no son aplicables a los efectos de la sobretasa. Esto quiere decir que las 
exoneraciones que actualmente gozan en la liquidación del Impuesto al Patrimonio principal no serán 
aplicables en la sobretasa y, de esa manera, garantizamos la recaudación sobre esos activos. 


SEÑOR ABREU..- Del proyecto anterior creo que vamos a esperar un asesoramiento adecuado para 
poder formar opinión sobre el tema, pero sobre este proyecto de ley quisiera hacer algunas consultas. 


Cuando se establece el Impuesto al Patrimonio se dice que se considerará exclusivamente la 
suma del valor real fijado por la Dirección Nacional de Catastro y el valor de los bienes muebles y 
semovientes de la explotación agropecuaria, valuados por el 40% del valor real de los inmuebles 
rurales fijado por la Dirección General de Catastro. ¿El valor real que fija la Dirección Nacional de 
Catastro, el actual, puede ser modificado? ¿Va a ser modificado? ¿De qué manera lo están viendo? 
Hago estas consultas porque esto va a ser la base importante de la recaudación, en función de que 
sabemos que a veces existe una diferencia entre lo que puede ser un valor real del mercado o un valor 
real fijado por la Dirección Nacional de Catastro. Si el Poder Ejecutivo entiende que va a ajustar —o 
puede llegar a hacerlo— el valor real de la Dirección Nacional de Catastro a lo que puedan ser las 
actuales circunstancias de los valores de los inmuebles, allí la base del Impuesto puede tener un 
impacto mucho más fuerte que el que se está previendo. Entonces, pregunto cuál es el grado de 
discrecionalidad y de qué manera se puede manejar este tema. 


Por otra parte, y a los efectos de que jurídicamente podamos recorrer un camino que no nos 
genere incertidumbres jurídicas que luego puedan desembocar en eventuales inconstitucionalidades, 
quiero referirme a lo siguiente. Aquí se habla de la unidad económico administrativa —la cual parece ser 
una nueva figura; no sé si tiene antecedentes en el ámbito del Derecho Tributario- y parecería que 
tiene cierto parentesco en cuanto a la esencia del tema a lo que es el conjunto económico. Entonces 
pregunto: ¿qué relacionamiento o distinción puede existir entre el concepto de conjunto económico y el 
de unidad económico administrativa? 


La tercera pregunta que deseo plantear está muy vinculada a este tema. En el Derecho 
Tributario hay un sujeto activo y un sujeto pasivo, y según tengo entendido, este último puede ser una 
persona física, una persona jurídica o alguna otra figura que en este momento no se me ocurre cuál 
puede ser. Aquí se habla de “entidades titulares de activos”. Desde el punto de vista del Derecho 
Tributario, no he podido identificar a las entidades titulares de activos como un sujeto pasivo, según su 
definición, no solo teórica sino también académica. 


Cuando comenzamos a hablar de entidades titulares afectadas que conforman una unidad 
económico administrativa, ingresamos en algún tipo de concepto que el Poder Ejecutivo utiliza, a mi 
juicio, con una adaptable subjetividad, ya que habla “del interés común entre los titulares en caso de 
que exista una vinculación tal que se dé alguna de las circunstancias”, etcétera. Esta es una 
interpretación muy válida, pero deja un margen de subjetividad muy amplio por parte del Poder 
Ejecutivo para definir cómo será el control de unos titulares sobre otros o cómo se ejercerá una 
influencia significativa por parte de algunos sobre otros o cómo se manejarán los casos en que estén 
bajo la influencia significativa común de las mismas entidades. 


Resumiendo, con respecto a los valores sobre los que se va a calcular la base del impuesto, 
mi preocupación radica en cuál es el argumento o la sustentación jurídica adecuada para comenzar a 
definir un concepto de entidad. Quizás esté desactualizado en Derecho Tributario, pero nunca vi 
definida una entidad entre los sujetos pasivos o tributarios, salvo que se hable de un conjunto 
económico, pero en ese caso se crea una nueva unidad. Además, si no me equivoco, el contribuyente 
realiza individualmente el cálculo. Por ejemplo, si un contribuyente hace el cálculo en función de los 


criterios que establece la ley y la Dirección General Impositiva, con el espíritu recaudatorio que tiene 
por su naturaleza, le dice que no calculó bien porque constata que existe una influencia significativa de 
unos titulares sobre otros y que esas entidades funcionan con activos según determinada visión. Desde 
el punto de vista estrictamente técnico considero que se genera una tendencia a una inseguridad 
jurídica que crea en el contribuyente o el eventual sujeto pasivo una duda permanente sobre cuál va a 
ser la conducta de la autoridad impositiva cuando él liquide o calcule individualmente el impuesto. 
Como según este sistema se le puede decir al sujeto pasivo o a la entidad que calculó mal y no está 
dentro de los parámetros establecidos, la respuesta de la Dirección General Impositiva es que el 
recálculo que efectúa siempre agrega multas y recargos porque no se tomaron en cuenta tales y cuales 
situaciones. Sin embargo, como el acta de determinación tributaria viene al final y no antes, el sujeto 
pasivo siempre se ve enfrentado a la necesidad de solve et repete, es decir, si va a pagar, lo hace y 
después ve cómo recurrir, pero si arregla el acta final se hace antes. 


Por lo tanto, solicito esta información simplemente para que la filosofía de la recaudación 
otorgue la debida seguridad jurídica en la definición de los institutos y las figuras que el propio Código 
Tributario establece, a los efectos de que no se consagre una incertidumbre o inseguridad que, 
generalmente, termina yendo en contra del interés del contribuyente porque la Dirección General 
Impositiva nunca va a liquidarle menos de lo que él piensa, sino que va a decirle que le faltó o que en 
el cálculo individualmente establecido por la propia ley no tomó en cuenta los elementos que se habían 
fijado para que pudiera liquidar. 


No sé si me explico, señor Presidente, pero este es un hecho que surge de la realidad. 
Quizás esté equivocado en la apreciación de algunos temas, pero quería trasmitir esta inquietud al 
señor Ministro, pues es la mejor manera de ir abriendo el camino en esto, sobre todo teniendo en 
cuenta la importancia que tienen impuestos de esta categoría y la precisión jurídica que es menester 
para que los sujetos activos y pasivos del tributo tengan la claridad y la definición suficientes para evitar 
dificultades posteriores. 


SEÑOR MINISTRO.- Las primeras consideraciones del Senador Abreu tienen que ver con algo que es 
absolutamente cierto: por la propia característica y naturaleza de la norma que se está proponiendo —el 
restablecimiento del Impuesto al Patrimonio al sector agropecuario a algunos productores, a algunos 
propietarios del sector-, la referencia al valor catastral está en la ley y cualquier modificación que a 
este se le haga tiene implicaciones, como es natural, sobre una norma de este tipo. No obstante, 
quisiera decir que esta norma no es la única, porque hay una obligación tributaria actual, que depende 
de Catastro y afecta a los sujetos del sector agropecuario: la Contribución Inmobiliaria Rural. Por lo 
tanto, si quisiéramos ingresar en el establecimiento del mapa de resguardos necesarios, yo empezaría 
por la norma vigente y me aseguraría que nos deje a resguardo del proceso de revisión de Catastro. 
No obstante, si los señores Senadores entendieran que se debe tomar alguna clase de recaudo ante 
eventuales futuras modificaciones del catastro y anclar esta estimación, hacerlo es una posibilidad, 
pero debería hacerse en paralelo con la Contribución Inmobiliaria, porque esta obligación de la que 
estamos hablando que se genera aquí, es de una entidad algo menor —según nuestras estimaciones- y 
se basa en los mismos valores catastrales, pero sobre una alícuota y una normativa que la define el 
Parlamento de la República. Entonces, si se va a tratar integralmente el problema, no tendríamos 
inconveniente. Incluso si no se quisiera hacer este abordaje integral, y se optara por anclar esta norma, 
tampoco sería un problema, pero quiero hacer una precisión. Lo que hace Catastro es dar una 
valuación en la que normalmente se usan datos de la realidad económica, es decir, de las 
transacciones que se hacen en el mercado, pero ningún catastro del mundo es un reflejo de los valores 
de mercado. Es, esencialmente, un indicador que permite la comparabilidad de valores; si no se hiciera 
como un trabajo de catastro generaría enormes problemas de evaluación y de racionalidad de las 
evaluaciones. A veces, cuando se habla de la distancia entre los valores catastrales y los precios de 
mercado, diría que no se conoce ningún catastro en el mundo que refleje los valores de mercado on- 
line; no existe y, aclaro, no podría existir. Por lo tanto, si un día se revisan los valores de catastro 
rurales, ello obligará a que también, necesariamente, se realice una revisión de la estructura tributaria 
en la cual se apoya, como medida de la presión fiscal sobre el sujeto pasivo, no de las disparidades. 
En lo personal, esperaría que una revisión del catastro rural en Uruguay nos diera un nuevo mapa de 
desigualdades que el que se constató en ocasión de utilizar solo la referencia Coneat. Hoy, el mapa de 
evaluación de la tierra y las disparidades de la evaluación puede haber mutado; pero mientras la única 
producción que pueda ocupar todo el territorio nacional en condiciones productivas más o menos 
razonables sea la ganadería, créanme que la importancia del Coneat seguirá siendo algo relevante. 
Todas las disparidades nos ayudarán a entender una parte de las diferencias de valor; mi presunción 


es que una nueva evaluación de Catastro como factor generador de desigualdad en las valoraciones 
de los inmuebles rurales, estará guiada, en buena medida, por el Índice Coneat. Quiero aclarar que 
cada vez que la Dirección Nacional de Catastro del Ministerio de Economía y Finanzas ofrece a los 
Gobiernos Departamentales hacer actualizaciones del catastro, terminamos en el Parlamento 
discutiendo sobre la aplicación de esa reformulación, porque genera importantes problemas en la 
transición. Imaginen los señores Senadores lo que será cuando el problema no se plantee en un 
Gobierno Departamental —tuvimos el caso de Colonia en los últimos años, que fue bien conocido—, sino 
que afecte a lo rural. El día que se apruebe una nueva estructura del catastro, estoy seguro que 
llevará a una discusión parlamentaria más allá de lo que es la evaluación administrativa y técnica 
fundada por la Dirección Nacional de Catastro. Creo que esto es obvio. 


Para atender los otros dos temas mencionados por el señor Senador Abreu, solicitaría que 
tanto el contador Serra como los representantes de la Dirección General Impositiva se refieran a ellos 
porque son tecnicismos que requieren explicaciones o consideraciones muy especializadas. 


SEÑOR SERRA.- En lo que tiene que ver con los comentarios realizados por el señor Senador Abreu 
vinculados al concepto de entidades y a la definición de unidad económico administrativa, quiero 
señalar que el concepto de entidades registra antecedentes y ya se ha venido manejando en ámbitos 
del Derecho Tributario. Esta terminología refiere tanto a las sociedades que tienen personería jurídica y 
a las personas físicas, como a aquellas otras agrupaciones de personas que no tienen personería 
jurídica o que, aun teniéndola, no constituyen sociedades desde el ámbito del Derecho. Me refiero, por 
ejemplo, a sociedades civiles y condominios que no tienen personería jurídica y asociaciones civiles 
que sí la tienen pero no responden al concepto de sociedades. También queremos comprender otro 
tipo de agrupaciones como las fundaciones. En definitiva, reitero que esta terminología, que ya registra 
antecedentes y no presenta dificultad alguna, contempla a todo este tipo de agrupaciones. 


En lo que tiene que ver con la definición de unidad económico- administrativa, corresponde 
señalar que en el ámbito del Derecho Tributario Internacional, este tipo de disposiciones se conoce 
como normativa antiabuso. En efecto, es un concepto jurídico indeterminado —como lo es también el 
artículo 6% del Código Tributario referido a la aplicación del principio de la realidad económica- que 
trata sobre las constataciones de hecho que se producen en cada caso en particular. Aquí no podemos 
tener fórmulas preestablecidas; cada situación deberá analizarse y resolverse teniendo en cuenta las 
debidas garantías del contribuyente en el proceso. En definitiva, se trata de un tema de prueba. 
Entendemos que no estamos innovando porque, en materia de Derecho Tributario, esta norma 
interpretativa del artículo 6* relativa a la prevalencia del principio de la realidad ante las formas jurídicas 
adoptadas por los contribuyentes, es lo que debe guiar al intérprete. 


Reitero que no estamos innovando en materia de conceptos jurídicos pero sí estableciendo 
reglas de interpretación frente a hechos, a agrupaciones o a desmembramientos que pueden utilizarse 
para eludir el impuesto. 


SEÑOR ROMANO.- Teniendo en cuenta el concepto de unidad económico- administrativa y la 
preocupación del señor Senador respecto a la cierta discrecionalidad que le caería a la Administración 
a efectos de la determinación de estas unidades, voy a señalar cuál es el objetivo perseguido por esta 
norma, que, como bien manifestó el contador Serra, es una norma antiabuso. Parece bastante 
evidente que si la estructura del impuesto y las exoneraciones —es decir, la forma de ingresar o no al 
impuesto- están condicionadas en cierta medida por el valor económico del patrimonio, el articulado 
establezca una medida de este tipo de modo que se logre neutralizar lo que podrían ser divisiones 
artificiales del patrimonio de los contribuyentes; de otro modo, sería muy sencillo dividir el patrimonio 
entre distintas personas jurídicas que estén bajo un mismo dominio o control, de modo de escapar de 
la gravabilidad del impuesto. 


Entonces, esta norma establece una medida que pretende, precisamente, acortar, limitar la 
discrecionalidad de la Administración a la hora de determinar la existencia de una unidad económico- 
administrativa. Como bien decía el contador Serra, el artículo 6% del Código Tributario -que se ha 
denominado “principio de la realidad”— establece la prevalencia de la sustancia sobre la forma. Quiere 
decir que la Administración está facultada legalmente, en aquellos casos donde la realidad formal 
difiere de la realidad económica, a ir por encima de las formas jurídicas y a determinar obligaciones 


tributarias en lo que se entiende es la realidad económica. Obviamente, por definición, esto es una 
calificación subjetiva; lo que pretende esta ley, precisamente, es acortar esa subjetividad porque 
establece pautas precisas y concretas, dejando claro qué preceptos deberá tomar en cuenta la 
Administración a los efectos de tipificar o catalogar una unidad económico-administrativa. Si este 
artículo no estuviera, la Administración podría utilizar estos criterios o cualquier otro a efectos de 
estipular la realidad económica con el fin de tratar de consolidar los distintos patrimonios. 


Tal vez no quedó claro pero el objetivo de esta disposición fue precisamente el contrario al 
que manifiesta el señor Senador, ya que se pretende dar certezas y garantías a los contribuyentes para 
que sepan cuáles son los criterios que se van a evaluar a los efectos de la consideración de la unidad 
económico-administrativa. 


SEÑOR DA ROSA.- Pensaba formular tres preguntas, aunque una ya fue respondida cuando se 
expresó el monto que se estima se va a recaudar con este impuesto; creo que eso respondió a una 
pregunta que realizara el señor Senador Amorín. 


La segunda pregunta refiere a que en este proyecto de ley se incluye entre los beneficiarios 
de la recaudación al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, lo que no estaba previsto en el caso del 
ICIR. Me gustaría saber a qué responde esta nueva actitud en relación con el destino de la 
recaudación del tributo. 


En tercer lugar, quisiera saber si ustedes tienen una evaluación aproximada de la incidencia 
que ha tenido en este tema lo relativo al cálculo de la Contribución Inmobiliaria Rural. Hago este 
planteo porque como se trata de reimplantar el Impuesto al Patrimonio y habida cuenta de que el 
mecanismo de ajuste de la Contribución Inmobiliaria Rural lo maneja esencialmente el Gobierno 
central, no entiendo por qué se acude a este sistema que aquí se propone. 


SEÑOR MINISTRO.- La regla de afectación que está planteada en el texto fue acordada por el 
Presidente de la República con el Congreso de Intendentes; lo que refleja el proyecto de ley es ese 
entendimiento. No obstante, quiero aclarar que la parte que va a administrar el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas —es decir, el 45% durante dos años— es en la red vial secundaria y terciaria, que es lo 
más asimilable a la caminería rural de la que se encargan los Gobiernos Departamentales. Entonces, 
creo que fue una suerte de entendimiento en el sentido de que el Ministerio se ocuparía más 
ampliamente de la red vial, que no tenía atención, básicamente, en ausencia de estos recursos. De 
todos modos, se puede consultar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para saber exactamente 
cuál es su rol en este caso. En cuanto al contenido de la norma, ese es el acuerdo que el Poder 
Ejecutivo quiso respetar con los Gobiernos Departamentales; eso es lo que tengo entendido. 


Sobre la Contribución Inmobiliaria Rural podemos decir que se trata de un buen punto para 
analizar, ya que podría preguntarse por qué, a la luz de los objetivos y de las inquietudes planteadas, 
no se toma un camino más sencillo y se utiliza la facultad constitucional de un adicional sobre ese 
tributo. En realidad, eso sería aplicar algo en general y no permitiría hacer la discriminación entre 
chicos y grandes, con lo que se estaría afectando de manera diferente a los obligados por esa 
alternativa. Entonces, el objetivo fue recurrir a una figura ya disponible —el Impuesto al Patrimonio—, 
pero con la idea de que la estructura fuera progresiva y progresional. La Contribución Inmobiliaria Rural 
no nos permitiría en absoluto hacer una aproximación a la equidad en esta estructura impositiva. 


SEÑOR RUBIO.- Según entiendo por la explicación dada por el señor Ministro, en esto habría un 
segundo propósito: abarcar a los arrendatarios que no estarían comprendidos por un adicional a la 
Contribución Inmobiliaria Rural. 


SEÑOR MINISTRO.- Aclaro que dije que se podría haber recurrido desde el punto de vista de los 
montos de recursos previstos de recaudación, pero no desde la estructura impositiva, porque la 
Contribución Inmobiliaria Rural es solamente un impuesto a la tierra, un tributo sobre la tierra, mientras 
que esto es un impuesto al patrimonio, lo que lo define como una estructura diferente. Creo que vale la 
pena mencionar este punto y, por otra parte, lo que decía el señor Senador Rubio es absolutamente 
pertinente y cierto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quiero hacer un aporte que me parece puede contribuir a la seguridad jurídica 
que reclamaban algunos Senadores. Entiendo que no debería haber dos cifras iguales en dos franjas 
distintas. Me estoy refiriendo al artículo 14 que habla de los activos afectados en Unidades Indexadas. 
Allí, por ejemplo, se establece una franja de 12:000.000 a 30:000.000 y otra de 30:000.000 a 
60:000.000, por lo que no queda claro en qué franja se ubica quien tiene 30:000.000, ya que puede 
pagar 0,7% o 1%. Entonces, creo que tal vez la segunda franja debería ser de 30:000.001 a 
60:000.000. 


SEÑOR MINISTRO..- Sugeriría que se utilizara el concepto estrictamente menor. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Por otra parte, supongo que debe haber existido alguna simulación de ciertos 
casos concretos y por eso quiero referirme a uno de ellos. Si bien es cierto que el valor real de Catastro 
está muy lejos del valor real de los campos, también me parece que esto sería una tentación para el 
futuro gobernante el modificarlo. Sabemos que no es real un campo de 75 de Coneat valuado en US$ 
440 la hectárea ni un campo de 175 de Coneat valuado en US$ 1.360 la hectárea; en el último caso, un 
campo de esas características debe valer, por lo menos, unos US$ 8.000 o US$ 9.000. Entonces, si 
hacemos memoria y vemos que el ICIR era de US$ 8, US$ 10 y US$ 12 por hectárea, en un campo de 
175 de Coneat, de 1.220 hectáreas, a US$ 1.340 —que es el valor catastral-, más el 40% de 
semovientes y bienes muebles, tenemos un valor total de US$ 2:290.000, que por 1,5% significa una 
cifra de US$ 34.300 por año por concepto de este nuevo impuesto. Si lo divido entre las hectáreas el 
resultado es US$ 28 por hectárea, más del doble de la franja más alta del ICIR. Si además eso se 
vincula al ingreso neto del sector ganadero, que de acuerdo con el Plan Agropecuario es de US$ 59, 
vemos que, como se dice comúnmente, estamos frente a un tirón de la cola bastante grande; lo 
dejamos en US$ 31 de ingreso neto por hectárea a ese productor. Por supuesto que este es un caso 
particularísimo, obviamente. La conclusión es que va a pegar más en aquellos campos de alta 
productividad que en los de menos productividad. Era una inquietud que yo quería plantear. Mis 
cálculos son muy elementales, lo digo con toda franqueza, pero a eso le sumo algún dato - 
corroborado por los invitados— en el sentido de que algunos escritorios contables del interior me han 
comentado que de su cartera de clientes no tenían nadie que pagara el ICIR y hoy tienen siete, ocho, 
nueve, diez u once. Es un comentario con un afán constructivo. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero hacer dos reflexiones a partir de las consideraciones del señor senador 
Nin Novoa. En primer lugar, tiene que ver con la comparación con el ICIR y lo que estaba previsto, pero 
quiero ir un poco más lejos. Esto es un restablecimiento del Impuesto al Patrimonio y, por lo tanto, se 
computan los pasivos. Es un Impuesto al Patrimonio, es una estructura diferente. Lo que sí me parece 
que es importante reflejar es que es un impuesto que pagan todas las actividades económicas del país, 
con criterios de evaluación similares. En fin, esa misma estructura sería aplicable sobre la industria, el 
comercio o sobre toda la acumulación de capital en todos los sectores de la economía. 


Lo que es posible —lo admito- es que una estructura de este tipo no es neutra respecto a la 
estructura de financiamiento. Como todo Impuesto al Patrimonio, sus características no son neutras 
sobre la estructura de financiamiento. Si me financio con fondos propios, es distinto que si me financio 
con crédito. Es así; es parte de la estructura lógica de un Impuesto al Patrimonio, con sus virtudes y 
sus defectos. Pero la argumentación del señor Senador Nin Novoa es algo intrínseco a la existencia de 
un impuesto al patrimonio y, sobre todo, tiene directa relación con los niveles de capitalización de la 
empresa. Insisto en que lo relevante es que, tratándose de un impuesto al patrimonio, es activos 
menos pasivos. Entonces, la comparación lineal con un impuesto sobre un activo, a mi entender no es 
pertinente. 


SEÑOR FERRER!.- En la línea de los comentarios del señor Ministro, y reforzando el argumento de la 
no linealidad en la comparación debido a las mecánicas totalmente distintas para calcular —uno era un 
impuesto a la tierra y el otro un impuesto patrimonial-, además de la posibilidad de diferenciar según la 
estructura de financiamiento, al haber un pasivo deducible, también existen, al estar en un Impuesto al 
Patrimonio, las deducciones generales previstas por la ley de promoción de inversiones. Es decir, todas 
aquellas exoneraciones que se tuvieran por esa ley, también aquí minorarían el impuesto, con lo cual lo 
asimilaría más al caso del ICIR que el señor Senador comentaba. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas.) 


SEÑOR COURIEL.- Las exoneraciones que surgen por la ley de promoción de inversiones hacen que 
la sobretasa no se pague. Y la tasa básica, ¿tampoco? El señor Senador Amorín consultó sobre la ley 
forestal y el contador Serra le contestó, pero yo no capté exactamente la respuesta —esa es la verdad-, 
que fue acerca de la sobretasa. Las exoneraciones que tienen las empresas forestales las llevan a que 
no paguen la sobretasa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Amorín.) 
SEÑOR FERRERI.- No, no es así; pagan la sobretasa. 
SEÑOR COURIEL.- Entonces, ¿la exoneración vale para qué? 


SEÑOR SERRA.- En realidad, lo que hace la sobretasa es neutralizar el efecto de las exoneraciones, 
en particular —de acuerdo con la inquietud planteada por el Senador Amorín— en el ámbito de la Ley 
Forestal o de los montes citrícolas. Sin embargo, a los efectos de mantener los estímulos a la inversión 
productiva, ni para el Impuesto al Patrimonio ni para la sobretasa se neutraliza el efecto de las 
exoneraciones de la Ley de Promoción de Inversiones. O sea, el propósito es mantener esas 
exoneraciones, tanto la de carácter general establecida en el artículo 8.” de la Ley N* 16.906 como la 
de los proyectos de inversión contenida en su artículo 11, de manera tal de seguir incentivando la 
inversión productiva. 


SEÑOR COURIEL.- Ahora bien, esas exoneraciones ¿son válidas para el Impuesto al Patrimonio y 
para la sobretasa? 


SEÑOR SERRA.- Así es, señor Senador. 
SEÑOR COURIEL.- O sea que no pagan. 


SEÑOR SERRA.- No es que no paguen, sino que lo que se va a deducir de su base imponible van a 
ser las exoneraciones en maquinaria, en tractores y demás, que son los estímulos planteados en la Ley 
de Promoción de Inversiones. Se trata de inversiones productivas. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, se exonera una parte. 


SEÑOR SERRA.- Para dar un ejemplo, en el caso de las empresas forestales, a los efectos de la 
aplicación de la sobretasa, se va a computar el inmueble, la tierra y el valor de los bosques, y se va a 
deducir las exoneraciones propias de la ley de promoción de inversiones relativas a la inversión 
productiva. 


SEÑOR COURIEL.- Ahora entendí. 


SEÑOR FERRERI.- Es por eso que en el penúltimo inciso del artículo 14 se establece específicamente 
que las exoneraciones con respecto al activo caen para la sobretasa, pero no así las de la Ley de 
Promoción de Inversiones. En definitiva, la mecánica termina siendo la que describió el contador Serra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para terminar con el tema, está el Impuesto al Patrimonio y el adicional al 
Impuesto al Patrimonio. La empresa, ¿no paga el Impuesto al Patrimonio y sí paga el adicional? 


SEÑOR SERRA.- En lo que refiere al impuesto principal, esa empresa forestal va a seguir con el 
régimen general que hoy tiene: computando los activos gravados y descontando los activos no 
computables, como los inmuebles destinados a la forestación y los bosques forestales. Repito que va 
a continuar con su esquema actual, que es pagar por el resto de los activos que tiene. A su vez, en lo 
que refiere a la sobretasa, esas exoneraciones caen y para determinar la sobretasa, va a computar el 
inmueble y los bosques, es decir que va a pagar sobre los montos que no computaba para el impuesto 
principal. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, los criterios para la sobretasa son distintos para el Impuesto al 
Patrimonio que para el adicional. 


SEÑOR FERRERI.- Exacto, así es. 


SEÑOR COURIEL.- Honestamente, me quedaron dudas; a esta altura quizá sea yo el que no logra 
entenderlo. 


SEÑOR SERRA.- Si no fuera así, señor Senador, no habría tributación incremental por parte de estas 
empresas. 


SEÑOR COURIEL.- A ver si me quedó claro: en el Impuesto al Patrimonio —sin la sobretasa— voy a 
computar los activos correspondientes y voy a deducir de ellos la maquinaria agrícola, según lo 
establecido en la ley de promoción de inversiones. Entonces, lo mismo debería ser para la sobretasa. 
¿Cuál es la diferencia entre un caso y otro? 


SEÑOR SERRA.- Justamente, la precisión radica en que definimos un concepto de sobretasa y no de 
adicional para prever la diferenciación en la base de cálculo. Si hubiéramos definido esto como 
adicional, no habría sido efectivo porque el impuesto adicional debe seguir el tratamiento del impuesto 
principal y no lo puede exceder en ningún caso; si no existe el impuesto principal, no puede existir el 
adicional. 


La sobretasa en materia de doctrinaria es otro concepto. La base de cálculo se puede apartar 
de la base de cálculo del impuesto original y eso está hecho a propósito. Justamente, para evitar que 
este tipo de empresas de gran importancia económica no pagaran se acudió al concepto de sobretasa 
para diferenciar una forma de cálculo de la otra. Si bien se asimilan y son parecidas, pero tienen 
diferenciaciones puntuales. 


SEÑOR COURIEL.- Muy bien, pero en el caso de la sobretasa, cuándo paga y cuándo no paga. ¿Cuál 
es la diferencia para el cálculo? 


SEÑOR SERRA.- La diferencia básica en el ejemplo que estamos manejando es que en el Impuesto al 
Patrimonio —que es el principal-, los inmuebles destinados a la forestación y los bosques —que también 
se computan-, no pagan. La diferencia fundamental es que cuando ese mismo sujeto va a liquidar la 
sobretasa, va a computar el inmueble y el bosque. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiere decir que en el caso de la sobretasa a aplicarse, los titulares de 
exoneraciones que están vigentes en función de las disposiciones de la ley de promoción de 
inversiones, de la Ley Forestal, pasarían a pagar. 


SEÑOR SERRA.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos concluir que en el impuesto original, en el Impuesto al Patrimonio, 
no se computan ni los campos, ni los bosques, ni el 40% como estaba antes; mientras que en el 
adicional sí se computan, pero tienen los beneficios de la Ley de Promoción de Inversiones en general. 


SEÑOR SERRA.- Exactamente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 6 minutos.) 
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